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ESTATUTO DE SEGURIDAD 

Par: RICARDO IGNACIO HOYOS DUQUE 

"Si la justicia no es democrática es entonces política: he aquí el 
problema más importante de la criminología. Y en efecto, si los 
procesos sociales de formación de la ley penal, de elaboración de 
las sentencias y de acceso a las prisiones se encuentran sobornados 
por el status, las cárceles no albergan presos comunes, sino prisio# 
neros políticos. Si la justicia tiene dueño, es decir si es antidemo­
crática se ha alterado la naturaleza de toda detención, y automáti­
camente la distinción tradicional entre presos políticos · y presos 
comunes ha perdido radicalmente su relevancia'1

• 

CARLOS VILLALBA - "La justicia sobornada". 

A partir de la Revolución Francesa (1789), influenciada por el ilumi­
nismo y el Enciclopedismo, el delito político ha recibido un tratamiento dife­
rente al que se ha deparado a los llamados delitos comunes. Esta ha sido 

una constante en los estados deme-liberales. 
La explicación de este tratamiento diferencial, se halla en los móviles 

que acompañan al delito político: esto es, fines ·de mejoramiento que deberán 
redundar en beneficio de la comunidad en general. Los motivos de su delin­
cuencia no son motivos antisociales, como sí lo son en los delitos comunes. 
El propio Código Penal Militar lo califica como un delito "con fines nobles 
y altruístas". 

Si se establece esta diferenciación entre dos clases de delitos (políticos 
y comunes), de perogrullo resulta esperar un tratamiento penológico diferente. 
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.· Así vemos, .como en el libro Segundo; título II dél Ciidi~o Periiil;- "Deli­
to.s .contra el Régimén Constitucional y Contra la SeÍ!uriilad ilill Eiotadó"··· .,¡ 
capítulo prin1ero trata del delito de rebelión y establece como sánéióh ~eiS 
m~Ses a cuatro años de prisión. (Ai·t. 139). 

_Y posterior111ente en el artículo 141, afirma: HLos reb-eldeS no qt1€-dtf.táii: 
sujeto$ _a résponsabilidad por _.IaS muertes o 1esiones causad~s éti el aétO dé 
un combate ... n. Es decir, qu-e--declara una exc€rición d€ rés}?ónsábilidád~ 'éh 
el c_aso de llevarse a cabo homicidio o lesiones, siempre y cuando sea en 
cóinbllté. 

zj. ~~1_liüriá_l _su~eri01· _ de MCdel_Iíri~ sh1 el11b8_rgo1 _ ha interpretádo a1nplia-' 
níél1lé el 3rtíCúlO en cofuéñtó~ eri ésl)_E!ciai lo que .s€ re11ere á. la PalllbI'~ "cqm-· 
bate", y al respecto ha dicho: 

"L& qué Pl"'OCUrá fa i"éy CO:ñ la hié1uSf611 ~oñdiCÍOñanté de estar por_ 
fttE?tit" o pór délltró dé ull Cómbáte es él eViÍáI' que pf!l'.'sóliáS illo­
céllt~S, a1eJádas i:,01; Cciml)lt:ito dé la rebeiiQn, Sin el máS ll1í~iiño­
comportamiento de excitación o de e_nfrentarrtiento a los rebeldes, 
Se ihV01úCl'~n €íi" éOridüétfl ·tai y reciba~ sús ejecutores Un trata .. 
fuiéi1fo CHf e.Xtrema· beriigiiidfld, áI pUntO dé l"eto-n~Cerse una "excán_ 
cióh. de i~espon~abúidá.d. Peró Cuáridó suéede tOdO. io cOñtf~rio·: estO 
eS; cllándo la_ agrésión (lesióneS grftves u hcimiCidio) sé difi~en en 
contri, de quieh ostenta y ejecufa un papel de contradictor ¡;étma.· 
nenté de los rebeldes, bien puede señalars\ la reii!idad dé urt com-
b~te, al mehos entendido cort1ó Jo quie1·~ 611 el fondo del legisllÍdor 
y un poco distanté de la cOhlUn interPi~etatiórl dél cor})oi·ál, directó 
Y cOnjuntb enffentatbiento, col1cépt6 itiádecuado para la figllt'á có-
1nentada" .1. 

ConClufinOs dlciCndO que en ei E!stádo de Derecho ~e sanciona en fórn18 
beuiigna el delitb polítH:o, dailas sus conrtotaclónes altruistas. 

Pero la. práctica judicial nos 1nuestra como todo es vana téoría. Y áSí 
vemos que al ihsiítticibnalizárse el Estado de Sitio~ y con él las fácultades 
extr~ordinfiríás al ejeci.ItívO s-e ha11 eritr'onizádo loS lláffiadoS consejos verbáies 
de. guetra; para e1 juzgamíéllto de civiles. Práctic·a viOii.ttoria del Art. 170 de 
la Constitución Nacional que restringe dichbs ti·ibunales para juzgar ,idelltOs 
cométiélos Por militares éi1 Sei'.vicio activo y en re1ación con el 1nismo se1:vicio". 

· Viola tárhbiéh el Art. 58 de la misi11a codificación, pues allí se señála 
taxativanlenté quielles hah de adiñinistrar justicia 1 siehdo éstos los jueces ña­
tlli'áleS ttásta tanto 110 Seá modifiéada la Constitución. Dicho. proceditniento 
pugna, tan1bién, con el Art. 26 de la C. N. ya que todo ciudadano debé ser 
juzgado por el tribunal competente'· 

1, Providencia . de Febrero. 10. de 1975. Magistrado poneí,te: GÜsiáv.o. !}ÍímeÍ\ Velás­
"qti~i; .Révistil EstlldiOS de :beréciió; FaCUitiíd Uh Ireréchó y clért.cias. Politicas de 
la Universidad de Antioquia. Segunda época. Septiembre de 1977. NQ 92, p. 465. 

2. A este reSP~ctO pUCde vél'sé ei ~ná1isis hecho pbr Antnrtio -VH:ie'1,te Ar0i1as en 
yeinte Afios .de. ~.tado d Sitio: El Mito de la Justicia Penal Mi,litar. Versión mi­
meografic<l u. oe A. 
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del delito político,· comó realidad jurídica, ha ve­
_:S~_r:0:Complementado. ·cori el llamamiento a júicio en Jos corisejos Verbales· 

, 'él'e\Ji.Íerra, a Jos comandos guerrilleros de las Farc (Fuerzas Armadas Revotu; 
+;:,:.cionarias de Colombia), ELN (Ejército de Liberación Nacional), EPL (Ejército 

• Popular · de Liberación), no por los delitos de rebelión y sedición, como ha 
debido •hacerse sino por el delito de asociación para delinquir que trata el 
JibrQ II título V del Código Penal. 

¿Qué se busca al considerar el delito político de rebelión como si tuese 
el ~elito co~ún de aSociación. para delinquir? Se busca la retaliación .. y el 
saiicion~r· en forma éjemplarizante, pu~s la pena para este último delito no es 
prisión sino presidio y oscila entre 5 y 14 años. 

He aquí la justeza del aserto lanzado con anterioridad: La práctica ju­
dicial (no la de los jueces naturales) desconoce la diferencia, tanto en su fun­
damentación como en la sanción que existe entre el delito político y el delito 
común. 

·Esta negación del delito polít.ico ha sido posible gracias a una serie de 
leyes que van sustrayendo de la jurisdiCción ordinária cada día ~ás y más 
delitos, para colocarlos bajo la férula de la justicia penal militar. 

Ante la ineptitud para combatir las causas que generan la delincuencia, 
e] gobierno nacional se, refugia ell los brazos "fuertes" de la justicia castrense, 
menoscabando la justiCiatordiriaria so pretexto de: su lenidad. Empero, cabría 
proguntar: ¿acaso los procedimientos sumaríshnos, co1no los que establecen los 
Decretos 2195 y 2260 de· 1976 y el 2004 de 1977, donde las sanciones son 
impuestas por los comandantes de brigada y contra léi. cual solo habrá recurso 
de reposición, no son lá instauración de la más desen1bozada dictadura civil? 
¿Dónd.e quedsu1, pues, las garantías sociales y los derechos individuales que 
consagra la Constitución Nacional? Quedan ahí, plasmados en la Constitu.ción;· 
son letra muer_ta. 

Precisamente dentro de esta perspectiva que progtesivamente va arre-. 
batando -co111petencia a la jurisdicción ordinari~, el góbierno nacional con inu­
sitado despliegue publicitario, dio a conocer el Decreto 1923 de septiembre 
6/78, 1nal llamado "Estatuto de Seguridad". 

La opinión pública ha tenido conceptos encontrados respecto al esta­
tuto en cuestión; sin e1nbatgo, el consenso general se inclina por un rechazo 
radical, d.adas sus implicaciones antidemo<:;i.áticas .e inconstitucionales. 

Inconstitucional, pues el ejecutivo invade una esfera de competencia 
propia de la rama legislativa. El Art. 76 de la C.N. señala: 

HCorresponde al congreso hacer las leyes. 

Por n1edio de ellas ejerce las siguientes atribuciones: 
· 1 . Iriterpretar ... , . 
2. Expedir Códigos en todos los ramos de la legislación y reformar """ 

disposiciones", (Subrayado extra texto). 
Precisamente esto es Jo que ha hecho el Estatuto de Seguridad.· Ha· 

reformado el Art. 139 del Código Penal. Pero ¿Qué ha retormado? La Penalidad, 
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.1. 

Habíamos visto que el delit.o de rebelión (Art. 139 .. C.P. l .. sé sanciona; 
con una pena de 6 1neses a 4 años de -prisión. Ahora, el Estatuto de SeguridaQ. 
sanciona el mismo delito con una pena que oscila entre 8 y 14 años de presidio. 

(Decreto 1923 de 1978, Art. 29), 
Es decir, que ya tanto de hecho (así se v_enía.. haciendo) como de_ dere­

cho, el delito de rebelión no exfste.--.Al n1enoS con10 delito político. Ya que 
éste, el dellto político por excelencia, desaparece del dere-cho colombiano como 
tal y el individuo que obra por 1notivos sociales será juzgado y penado como 

cualquier delincuente común. 
De un plwnazo ligero se ha borrado un principio inquebrantable en el 

Estado de Derecho y se han truncado siglos de civilización. 

Pero sigamos observando qué nuevas reforn1as se introducen al Código 

Penal. 
Eleva la pena del delito ele secuestro a 30 a.ños de pr.e-sidio! " ... sí por 

causa O por acción del secuestro se produce la muerte de la persona secues~ 

trada o de terceros". (Art. 1 •). 
Es deci~, que reforma el Art. 45 del C.P., parte general, que señala 

como duración máxima de la pena de presidio1 24 afios. Rebasa el límite que 

dicho artículo fija a la pena de presidio. 

Modifica la pena pata la extol"sión, Att. 406 C.P. El Código la esta­
blece entre 8 meses· y 5 años de prisión; el estatuto la eleva: 4 a 10 años de 
presidio •. Dichas modificaciones tienen incidencia1 par-a efectos de solicitar la 
aplicación de una condena o libertad· condicional por parte del sindicado o de 

su defensor. 
En su· Art. 99 el Estatuto f.!nsancha n1ás el án1bito de competencia de 

]a 11justicía)J Penal Mil~tar, afir1nando que " ... además de ·la competencia que 
le está atribuída por disposiciones legales vigentes, éonocerá de los delitos 
a que se refieren· !Os artículos lQ, 29, 39, 49, 59, y 69 (del n1ismo Estatuto) y 

además de los que se co1netan contra la vida e integridad personal de los 
miembros de las fuerzas armadas y contra civiles al servicio de las mistnas 
y contra miembros del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) en­
cuéntrense o no en se.rvicio a-ciivo .. :,r (subrayado extratexto). 

Viene a ser un con1plen1ento del Decreto 070 (debería ser 111ás bien: 
007 ulicencia para 111atar", o dicié1i.dolo con un eufen1~smo, concede patente 
de corso a la fuerza pública) que reforma el Art. 25 del C.P., al considera_r 
como causal de justificación el hecho cometido por la fuerza pública1 para 
prevCnir y repriinir los delitos de extorsión, secuestro y tráfico de estupefa# 
cientes. Se resucita la pena de 1nuerte, así la Constitución Nacional (Art. 29) 
prohiba al Jegislador imponerla en todo caso (A. L. N• 3 de 1910, Art. 39). 

Al respecto creemos pertinente transcribir apartes del concepto de la 
Procuraduría que textualmente anota: "Quiere esto decir que la fuerza públi­
ca puede lesionar sin incurrir en delito, la vida, la integridad personal, la 
iibei'tad individuai,' el .domicilio, la privacidad de _la cor·respondencia, la· pri­
vacidad y aún lá honra de lás personas" y más adelante agrega: "Expone 
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Sletie~ ltlríiliéos ptotégicios. por el 1égisliidor y á fodoi; sus titulares 
;¡¡;¡, i!3icepci6ñ ii fa iicéi.Íí:i ~i-oítrariá de lá ftieri~ pública". ª· 

-ó1vidan que, c6mo dijo Carlos Lozano y Lozano, "En el Estado de De~ 
reCho aún el delincuente goza de garantías". Precisamente esas garantías están 
siendo -Cercenad"""r' día- a día, Porque existen las garantías p:l'oceSales y ._para 
pu!'&"ar tiña Pé~a es necesai-io _ haber s.i~o oído y ~cidb:- en juicio y no en 
combate. como lo pretende el Decreto 070. 

Con los Decretos 070 de 1977 y 1923 de 1978 se viola el Art. 16 dé la 
Constitución Nacional, pues "las autoridades de la república están instituidas 
para proteger a toaas las persollas residentes en Coloffibia en suS vidas, honra 
y bienes". 

Có1110 10 -éxPi~esa el 1ú~eStt'o Fel'.'ri, Iá Iéy débe áPiiéárSe "l)Or inedio de 
la sentencia, no por ejcl'cicio platónico y académico sino por la función scféiiil 
y Práética cte ttáCér SerVir e1 derethO a la vidii} y en ~I éairtpo cfinlinal de 
eVitBf (lu~- Sé8n éOñdenttdos los iñOcenteS". PoStél'iotlhétite s~ñalaba "La so. 
ciedad debe seguramente ser defendida del morbo dé la criminalidad, foas el 
ihOcE?ñte d€be . eStár a Btien rciéaud() de 1a d~SV'eiiti11~á nO mei~eéidá de un 
ét'rOr ·jtldici::il, y Cn ·él culj)abiC, attn sórneiiéridólo a •1a sá.ii.Cióh pfeeStáblécida 
para el delito cometido no puede desconocersé él respeto debido a lii per:ló.. 
nalidad humana" 4. 

Trátar de combatir 13. crimiilalidad coñ el fácil expediente de aumen-" 
tal' laS penas e instaurando procedimientos su1narísimos1 es engañar a I~ ·opi­
nión pública. Pues aun1entar las penas con una ad1ninist!'ación de jtlSticia y 
un siste1na carcelario que no las puede hacer cumplir, no equivale a modifi­
cación alguna en el campo de la delincuencia y en· cambio posibilita 13 comi­
sión de arbitrariedades. 

El gobierno debe atender a 1a·s causas generadol'ás de 18. delincuencia 
política-, taJes co1110 la deficiencia en la organización adffiinistrativa y sus 
vicios inherentes o, como lo señala Conti, debido a la "desarmonía entfe láS 
necesidades reales y la n1anerá corno a ellas atiende el 0Í'dena1niento juridico". 

En el Art. 49 se establece la llamada responsabilidad objetiva. Pues 
si en el desarrollo de la actividad qu-e allí se tipifica se "ocasionan lesiones a 
la integridad de las personas la pena será de 1 a 10 afias" (de presidio). 

_ El trat~unieñto eri e1 Código Penál .es bien diferE!llte (libi~o Segünd'o, títu~ 
10 _xv;_ cáPitu10 2<?), ya que ahí señaiá. diversas t>eüas segun sea ia g1~ávectád 
de _ Id IeSlOn pro~Ucicta; de esó dépenéle la 1naYor o nienor penÉiliditd; J)ef6 
nó s"ánciOha en foi·1na genérica éomo lo háce el tiéc!'eto 1923. 

Éh el EStalutO se usán expreisiohes que i16 tienéh niiifiuri.á cDnriOtáéiOll· 
j1.ú·ídíCá talés Cbtno "propaf5anda Subversbia",. "éScritos o dibujós últrajitiités 
o sübversiVoi' (Art. 79). ¿A tjtllén com:f,ete la callfiCaCión de subversiVO o 

3. Citado por Hmn.berto eriales. d~ la. Rosa en "¡!:! Marco Jurídico de una· ,politiéii · 
ll~p~esi,¿ll'' ... Docum~n}QS Po).ítjcos N9. 131,))!ayo-Junio ,•11)76, jl.ogotá, p. 11.2. 

4. Ferri, Enrlcó. Defensas Peíiwles. 3~ Ed. Bogotá, Ed. Teiliis, -1974, pp. 40'64. 
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ultrajflllte? Constituye una grave an1enaza el hecho de_·que ·cuálé¡uiei- mate­
rial · escrito puede ser calificado cnmo tal por cualquier 111.ilitar ignora.rite. 

Esto nos coloca frente a un ·tipo iibierto o indeterminado; es decir ·cil'qUei 
que contiene tina coliceptuaciórl demasiado amplia o gené1·ica dé lá conduc .. 
ta} ctiuido con ello lugar a un excésivo margen discreciohal al funcionario 
que debe aplicar la disposición, hasta el punto de perinitir qlle la arbitra:rie~ 
da:d se Cometa a diario. 

Ya Welzel había señalado que esta cláse de tipificaciones constituyen 
el mayor peligro contra la libertad y la seguridad. (Peligro que bien podría 
ser el totalitarismo). 

Y, Ricardo C. Núñez, hablando del tipo como garante de la libertad 
individual afirma: 

HE! Sentido jurídico de \a regla nüllulll cril11el1 sine Iége, qtle tien­
de a señalarle a los indi~iduos cuales Son las actividades o inacti .. 
vidhdes suyas que los harltn pÓsibles de castigó, exige que la pre­
visión del hecho se Jiaga específicaménte por medlo cie la definición 
del n0111bre de la accióll u 01niSiOn punibie. cai-éée de está. especi~ 
fiCaciói1 necesaria la figura legál qÜe PreSCinciierido, en su defiiiiCión 
ctei ht1cho, de enúllclar pat'tiCularniel'lte o a traVés de un iiOinbre 
' . . . , 
la manera de ser de la conducta humana, sólo alude a lo punible 
mediante una va!oractón de la calidad de aquéiia, ineÍuyéndo así, 
en la PunlhHfciad, tódas iaS a.Céiones ü óiñiSiOries, in'de.tenítñiadas en 
SU llldividüalidad crincreta que inél·ezcan. semejante CalifiCS.CÍóñ. De 
eSte Vicio Padéceríá lá iéy que se Íimib:ira á éaStigar ai- ciU.e come­
tiérá. uriá aCción ilícita O ininOrB.l, o ál qÜe éoinetiera ü11a á.céÍón 
COntf~riá a un deterlllh1ádó iD.teres, POr éjemPlO üei Si.no seiititnieritO 
pÓpular u orden" (Subrayado exfratexto) •. 

El artíéUto primero prOhlhe la susPensión preventiva cuando se trata 
del delito dé secuestro. El Cócligo de Procedimiento Penal autoriza ia suspen­
slOñ de la détéhció~ preven~iVá 1 en las mlSffi.is circUnstanciá.s en qúe viable 
el aplázamieri\o de la ejécuciói1 de la pena (Árt. 673): a causa dei embarazo 
Y por enfermedad grave del sentenciado o Ütla de sús ascendientes o descen­
diE!ntéS. Cóüsideraffios üihul11al1o y crÜél pfoliiblfío ell. detérminaciOs casos cuan­
do el éódigó Ío permite indistiiitamenté. 
, El P!'OCediIDiénto que se señáia pafa siillcionar los cielitos que trata ei 

Estatuto de Seguridad, compete11 unos a la Justicia Penal MiÍitar mediante 
los consejos ve1~ba1eS de guerra y otros a los comandantes de policía. 

En síntesis, es la entrega dei poder JuriscíicélOnál a la justicia cas­
trénSe, que en Iá.. pfitctica por su iói·péza, ha demostrado ser muy eficiente 
para una cosa: no per1nitir defe11Sa alguna ai sindicado por una serie de 
faciOres que affialgamados la hacen iffiposible. 

5. Núñez, Ricardo C. Derecho Penal Argentino, Parte General, Tomo l. Ed, Biblio· 
gráfica, Argentina, ,1959, p. 109, Buenos Aires. 
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'íli~I'· ;1úgarj .. la brevedad en loo términos para la instrucción de 
~i1()~t- " ... oir!i_ ~n. descargos al contraventor dentro de las 24 horas 

rit;·.-::_~l de esta dili.géncia (se refiere a la anterior) en1pezará a correr 
.-El pt;!ríodo de tiempo para .solicitar pruebas y sustentar las alegaciones 

es. muY. .. c'orto; lo. -_que hace presumir la ineficacia de éstas "a partir del día 
siguiente al de esta diliengcia (se refiere a la ~terior) empezará a correr 
un término de 4 días para practicar las pruebas que l1ubieren sido solicitadas 
por el: incriminado o su apoderado y ordenadas por el funcionario". 

Además, sólo habrá lugar al recurso de reposición, "el cual debe ser 
interpuesto dentro de· las 24 horas siguientes a la notificación y ·resuelto 
dentro_ del subsiguiente día1

'. 

Es decir, que en menos de ocho días, mediante este procedimiento 1~áA 
pido el más bueno de los ciudadanos puede resultar enviado a prisión hasta 
por tr~s años! 

No sobra señalar, Comd otros fact6res que in1piden la justa defensa 
qu~ debe tener todo i~plicado · en un Proceso, el carácter jerárquico que 
existe en el ejército, no siendo posible ·el ejercicio de una justicia consciente, 
pues. lf!. verdad nada conoce de rangos y no inclina su cerviz ante el supe­
rior; como s_í necesariamente deberá hacerlo el vocal (jurado) de 1nenor rango, 
ante el presi~ente de_ una corte marcial. Así funcionan en la práctica los Cond 
sejos Verbales de Guerra. 

No podríamos desconocer la idoneidad de los militares en el manejo 
de las arl?as, pe:o conisdeI'an1os que no tiené11 la suficiente preparación jurí­
dica _e· impa~·cialidad como para asumir la delic;;tda 1nisión de ádministrar jus­
tie:ia, ·en delitos que precisamente son -ellos quienes combaten con las armas· 
a ~ti~eh el ej'ecutivo · l11ediante esta .concesión de competencia, leS entrega coi~ 
las manos ·atadas para que los juzguen en sus cortes marciales, en forina 
retaliativa, desemboc:_:ando en procedimientos autoritarios y despóticos. 

Para cerrar con broche de .. oro el estatuto de 1narras estáblece la cen~ 
sur~· de Prensa (Art .. 13), coartando con esto la libertad de .prensa e iÚforti 
mació~ a. que tiene derecho la opinión pública: Derechos consagrados expresa­
mente en la Constitución N acionaI. 

De lo breve1nente expues~o, poden1os concluíÍ' que así e1 Ministro de 
Gobierno en su alocución televisada para presentar el Estatuto haya afirmado 
que "al expedir este estatuto, el gobierno ha qu·erido 1nantenerse rigurosa1nente 
dentro de lo_s ca~ces ·de la legalidad, con respeto pleno al orden jurídico y a 
las 1lorma~ ciue configuran el Estado de Derecho que ha hnperado en Colornw 
bia', Y po:Sterior1nente agregaba que el Estatuto " ... no lesiona ni los derechos 
civiles ni las garantías sociales de que trata el título tercero de la Constitu­
ción Nacional y sólo es a.Plicable a quienes delincan"; (habría que recordarle 
la fr'ase de· Carlos· Lozano y Lozano citada anteriormente), nosotros lo consi .. 
deran1os el mayor 6$:perpento jurídico que se haya podido conocer. 
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JURISPRUDENCIA 

FALSEDAD EN INSTRUMENTOS 
NEGOCIABLES y ESTAFA 

Quien falsifica un cheque y lo usa según su propia ley .de circula­
ción sin empleo de adicionales maniobras engañosa_s, sólo responde 
por el ·delito de Falsedad y no. ¡ior concurso d~ delitos entre ésta. 

· y la estafa. El c.heque es un _instrumento privado cuya falsedad .no 
es punible sino uso, ellgaño y perjuicio al menos potencial. Estos. 
son elementos de la falsedad documental privada y por consiguiente,. 
el uso no puede tenerse en. cuenta doblemente para configurar un. 
nuevo deHto contra la propiedad. 

DR. JUAN FERNANDEZ CAllRASOUILL.A 

"LoS hechos que dieron lugar a ·la formación del sumario fueron fiel­
n1ente resumidos por el señor. juez anquo * de la siguiente manera: 

"El señor Dayro Antonio Valencia Betancur, que dijo obrar en' repré"-· 
sentación_ de la firma "Estampados Glamour Ltda." de esta ciudad, ·cotnpare..;, 
ció ante la Inspección de Permanencia NQ 4· de esta- ciudad, con el fin· de"· 
denunciar la con1isió11 de algunas ilicitudes que. se venían presentando en esá.· 
factoría desde tiempo atrás ·sin. que pudiera, señalar a persona determinada,\ 
pero supuso que los autores ,deb~n ser " ... empleados· de la ·misma empresa ... " 
(Fls. 19). Añadió· que el hecho 1nás reciente tuvo ocurrencia el- veintiSeis· de' 
noviembre del año próxitno pasado cuando le fue sustraído al Señdr Alfonso· 

* Se refiere el Honorable Tribunal ·al titular del Juzgado PrlmerRoElZSupheriorM; a 
1
Ia, 

fecha octubre 21 de 11177, Dr. FERNANDO CORONADO RAM! , oy ag s-. 
trado,.de1 Tribunal Superior de Medell!n. 

- 79 '--




